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CLÁUSULA COMPROMISORIA – Alcance 
En este orden de ideas, siendo la suscripción de la cláusula compromisoria o el compromiso una habilitación expresa y por escrito de las partes para que sus controversias sean conocidas por particulares investidos con jurisdicción ad-hoc, debe reiterarse la tesis expuesta por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación  en providencia de 18 de abril de 2013
, en donde precisó que, dada la solemnidad constitutiva del pacto arbitral, en un documento por escrito contentivo de una manifestación expresa y conjunta de las partes sobre la habilitación a los particulares para impartir justicia, se debía proceder del mismo modo para que éste se entendiera derogado, es decir, extendiendo nuevamente un documento en donde las partes de manera explícita dejan sin efecto –total o parcialmente- la habilitación para acudir ante la justicia arbitral. 

De este modo, la Sección Tercera recogió la anterior tesis según la cual bastaba el silencio de la parte demandada al momento de contestar la demanda, para entender derogado tácitamente la jurisdicción arbitral y, seguidamente, derivar de dicho mutismo la aquiescencia del accionado en el trámite del proceso ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En consecuencia, la cláusula arbitral no se constituye en jurisdicción alternativa a la de los jueces institucionales según la voluntad unilateral de las partes sino que, por el contrario, genera el efecto de sustraer del conocimiento de los jueces un asunto de manera definitiva, siempre que conserve validez dicho negocio jurídico, de allí que provenga el vicio de nulidad, por falta de jurisdicción, cuando se actúe en contravía de lo pactado en la cláusula.
LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS CONTRACTUALES – Competencia – Árbitros 
[L]os particulares investidos de funciones jurisdiccionales transitorias no podían pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos contractuales que comportan el ejercicio de cláusulas exorbitantes o excepcionales al derecho común por parte del Estado, con clara alusión a aquéllos que consagra expresamente el artículo 14 de la Ley 80 de 1993, es decir, los de: a) interpretación unilateral del contrato, b) modificación unilateral del contrato, c) terminación unilateral del contrato, d) sometimiento a las leyes nacionales, e) caducidad y f) reversión, y concluyó también que los demás actos administrativos contractuales, es decir, aquellos que surgen del ejercicio de facultades distintas a aquellas que de manera expresa recoge el artículo 14 acabado de citar, sí pueden ser sometidos al estudio, al examen, al conocimiento y a la decisión de árbitros, “en la medida  en que no se encuentran cobijados por los alcances de la sentencia de la Corte Constitucional y en relación con los mismos tampoco la Constitución o la Ley establecen restricción alguna”. […] Por lo tanto, los árbitros pueden resolver todas las controversias de contenido patrimonial que surjan con ocasión del contrato, incluso, tiene competencia la justicia arbitral para analizar y resolver el contenido económico de los actos administrativos expedidos por una entidad que hace parte de la administración, salvo los actos determinados en el artículo 14 de la ley 80 de 1993, estos son, los de interpretación unilateral, modificación unilateral y terminación unilateral del contrato; sometimiento a las leyes nacionales; caducidad y reversión.
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Referencia: ACCIÓN DE CONTROVERSIAS CONTRACTUALES (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Subsección C el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada contra la sentencia de 12 de octubre de 2007, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, mediante la cual accedió a las pretensiones de la demanda en los siguientes términos: 

“(…) PRIMERO: Declarar no probadas las excepciones propuestas por la parte demandada.

SEGUNDO: DECLÁRASE la nulidad parcial de la Resolución N° 0269 del 03 de Agosto de 2001, expedida por el Municipio de Yumbo, por medio de la cual se declaró liquidado unilateralmente el contrato N° MY–001-99 de (sic), celebrado entre el Municipio de Yumbo y Alberto Reyes Echeverri.

TERCERO: DECLARAR que el Municipio de Yumbo, en su condición de contratante, incumplió las obligaciones devinientes del Contrato de Obra N° MY-001–99, relativo a obras varias en diversos establecimientos y que es responsable administrativamente, tanto en las obligaciones aún pendientes de pago, como el restablecimiento del equilibrio económico de la ecuación contractual, a favor del contratista.

CUARTO: Condenar al Municipio de Yumbo a reconocer y pagar al contratista ALBERTO REYES ECHEVERRI  la suma de doscientos treinta y seis millones ochocientos cuarenta y un mil ochocientos cuarenta y ocho pesos con veintiún centavos $236.841.848,21 por los conceptos y de la manera expresados en el acápite de “CONDENAS” de la parte motiva de la sentencia. 

QUINTO: De conformidad con el artículo 184 del C.C.A., esta providencia deberá ser consultada con el superior funcional, en el evento en que no sea apelada (…)

SEXTO: Para el cumplimiento de esta sentencia deberá tenerse en cuenta los artículos 176 y 177 del CCA y de conformidad con la sentencia C-188 del 24 de marzo de 1999 de la Honorable Corte Constitucional”. 

SÉPTIMO: Negar las demás pretensiones de la demanda (…)”
. (Fls. 410 y 411 C. ppal)
Mediante providencia de 26 de septiembre de 2008, el Tribunal procedió a modificar la condena impuesta en el numeral cuarto de la sentencia proferida el 12 de octubre de 2007, quedado la misma por un valor por NOVENTA MILLONES SETENTA Y TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS PESOS CON 06/100 ($90.073.532,06)
.
I.  ANTECEDENTES

1. Lo  pretendido.

El 27 de noviembre de 2001
, el señor ALBERTO REYES ECHEVERRI por conducto de apoderado debidamente reconocido, en ejercicio de la acción de controversias contractuales consagrada en el artículo 87 del C.C.A., solicitó las siguientes declaraciones y condenas:

1. Que se declare la nulidad parcial de la resolución No. 0269 de 3 de agosto de 2001 por medio de la cual se liquidó unilateralmente el contrato de obra No. MY-001-99 por cuanto en dicho acto no se reconocieron las suma adeudadas al actor, reclamadas oportunamente por éste para así restablecerle el equilibrio económico de la ecuación contractual. (Subrayado por la Subsección) 

2. Que se declare que el Municipio de Yumbo incumplió las obligaciones derivadas del contrato suscrito entre las partes, y que por lo tanto, es responsable de las obligaciones aún pendientes de pago, así como el restablecimiento del equilibrio económico del mismo y de los daños y perjuicios ocasionados al contratista por causa de dicho incumplimiento.

3. Que como consecuencia de tales declaraciones, se condene al Municipio de Yumbo a reconocer y pagar en favor del señor Reyes Echeverri las labores ejecutadas y aún pendientes de su pago, por concepto de actas de obra y de reajuste, cuyo valor se indica en la demanda o lo que resultare probado dentro del proceso, así mismo, solicitó el restablecimiento del equilibrio económico de la ecuación contractual en favor del contratista, por medio del reconocimiento de intereses y actualizaciones por mora en los pagos, así como el valor de la mayor permanencia del contratista en la obra
.      

4. Solicitó que de todas las sumas reconocidas al actor se ajustaran conforme a lo establecido en el artículo 178 del C.C.A, incluido el lucro cesante calculado como el interés civil puro del 1% mensual sobre los valores estimados, una vez actualizadas desde la fecha de su causación hasta la fecha de la sentencia que ordene su reconocimiento. 

5. Que se ordene el reconocimiento y pago de la actualización monetaria e interés o lucro cesante por el periodo comprendido entre la fecha de la sentencia y aquélla que proceda a la cancelación propiamente dicha. 

6. Por último, solicitó la condena en costas y agencias en derecho al Municipio de Yumbo. 
2. Los hechos en que se fundamentan las pretensiones.

2.1 Entre las partes se celebró el contrato de obra pública No. MY-001-99 el 1° de octubre de 1999 cuyo objeto consistía en “la construcción de Dieciséis Aulas (16) Y TRES (3) BATERÍAS SANITARIAS EN LOS SIGUIENTES CENTROS DOCENTES DE NIVEL BÁSICO: JOSÉ MARÍA CÓRDOBA, BARRIO URIBE (COMUNA 2), CINCO (5) AULAS Y UNA (1) BATERIA; JUAN B PALOMINO, BARRIO URIBE (COMUNA 2) CUATRO (4) AULAS; ANTONIA SANTOS, BARRIO BELARCAZAR (COMUNA 2) TRES (3) AULAS Y UNA (1) BATERIA SANITARIA Y JUAN XXIII BARRIO LA ESTANCIA (COMUNA 1), CUATRO (4) AULAS, EN EL MUNICIPIO DE YUMBO, VALLE en las cantidades, precios, especificaciones técnicas y demás condiciones previstas en el presente contrato”.
2.2. El valor del contrato se estimó en $379.371.445 y su plazo se pactó en 90 días calendario, contados a partir del momento en que se diera la orden de iniciación. El acta de inició se suscribió el 11 de enero de 2000.  

2.3. Así mismo dentro del contrato se pactó una cláusula compromisoria, en el que se procedía a la conformación de un tribunal de arbitramento para que resolvieran los asuntos derivados de la celebración, interpretación, ejecución o terminación del contrato.

Sostuvo la apoderada que esta cláusula no era aplicable al caso, toda vez que la base de la demanda consistía en la declaratoria de ilegalidad de la resolución No. 0269 de 3 de agosto de 2001. 

2.4 Estando en ejecución el contrato, y ante la necesidad de efectuar correcciones en los planos estructurales y modificaciones de diámetro de hierro y refuerzo, se ordenó, para los 4 centros educativos, la suspensión del contrato a partir del 24 de febrero de 2000. Reiniciada la obra mediante actas suscritas el 13 de junio de 2000, nuevamente el contrato se suspendió, suscribiendo actas de esta índole el 30 de junio de 2000.  

2.5. Se reinició la ejecución del contrato el 11 de julio de 2000, pero este reinicio se dio únicamente para 3 de los 4 centros educativos, quedando por lo tanto, suspendida la ejecución de las obras en el centro educativo Juan B. Palomino, en atención a que un particular se encontraba ocupando dichas instalaciones sin que se hubiera podido efectuar el desalojo.

2.6. El contratista mediante oficio de 16 de julio de 2000 solicitó una prórroga de 45 días calendario en atención al desajuste al programa de trabajo causado durante la primera etapa de construcción por haberse presentado obras adicionales y complementarias y porque el desarrollo de las obras se afectó ante la dudas que se presentaron por el diseño estructural y la necesidad de chequear los suelos de fundación y entre otras cosas, por la dificultad de encontrar en el mercado el material requerido por la ocupación de la Escuela Juan B. Palomino. Ante lo anterior, la interventoría en escrito de 1° de agosto de 2000 dio concepto favorable para la prórroga la cual fue comunicada al municipio de Yumbo para que procediera a lo pertinente. 

2.7. Ante el silencio de la administración, el contratista nuevamente reiteró su solicitud pero pidiendo que el plazo se extendiera a 60 días calendarios. 

2.8 Mediante acta de 2 de agosto de 2000 se determinó que el plazo para la entrega de las obras debía ser hasta el 15 de septiembre de 2000, pese a que no se había reiniciado las obras para el centro de docentes Juan B. Palomino. 

2.9. La Secretaría de Obras Públicas determinó que la fecha de entrega total de las obras debía ser para el 30 de marzo de 2001, tal y como se efectuó y se suscribió en un acta entre las partes.

2.10. A comienzos de agosto de 2000 en acta de reunión celebrada con la Administración Municipal, se acordó una modificación al precio de vigas y columnas, los cuales quedaron en $3.350 /Kg y $3.450 /kg respectivamente. En el acta No. 5 se descontó lo pagado que ascendía a $2.668.755 y el resto de la cantidad de Kg de columna fue liquidada tomando como valor $3.350, esto es 100 pesos menos por cada Kg. El resultado aritmético arroja que el contratista tenía un saldo a su favor por $2.723.070, teniendo en cuenta el precio acordado por las partes de común acuerdo. 

2.11. Desde el 23 de octubre de 2000 se le planteó al interventor la necesidad de liquidar el contrato respecto de los centros educativos José María Córdoba, Antonia Santos y Juan XXIII por cuanto éstas ya estaban terminadas, teniendo en cuenta que no se había reiniciado la obra respecto de la escuela Juan B Palomino. Por su parte, la interventoría expidió las actas de entrega y recibo definitivo del cada uno de los centros docentes, a satisfacción, cumpliendo el contratista el objeto del contrato. Si bien es cierto que faltó dinero para completar el 100% del objeto contratado, dicho faltante se refería a detalles que no afectaban el funcionamiento de las instituciones escolares.   

2.12. Ante las solicitudes infructuosas del contratista para que se le reconociera alguna compensación por el desequilibrio económico del contrato, el 10 de agosto de 2001 solicitó Audiencia de conciliación extrajudicial para resolver este asunto sin que se llegara a ningún término satisfactorio. 

2.13. El 3 de agosto de 2001 la Alcaldesa del municipio de Yumbo expidió la resolución No. 269 por medio de la cual liquidó de manera unilateral el contrato. Dicho acto administrativo sólo fue notificado por edicto el 5 de septiembre de 2001 y desfijado el 19 del mismo mes y año, quedando en firme la liquidación unilateral y agotada la vía gubernativa, ya que contra el mismo no procede el recurso de apelación. 

Adujo la parte demandante que en el acta de liquidación unilateral del contrato no se reconocieron los intereses de mora ni los valores correspondientes a las actas de reajuste No. 5 y 6, que totalizan el valor de $6.875.459.  

Indicó que la solicitud de declaratoria de nulidad de la resolución No. 269 de 3 de agosto de 2001 se debe a la violación del artículo 5 numeral 1 y 27 de la ley 80 de 1993, artículo 2 y 6 de la Constitución Política. 

4. El trámite procesal.
Admitida la demanda
, fue notificada la Alcaldesa del Municipio de Yumbo
 y mediante escrito oportunamente allegado contestó la misma oponiéndose a sus pretensiones y declaraciones
. Propuso como excepciones el pago de lo no debido e innominada.     

Después de decretar
 y practicar pruebas, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión
, oportunidad que fue aprovechada por las partes
 reiterando los argumentos expuestos en la demanda y su contestación.

5. Concepto del Ministerio Público en primera instancia. 

El Ministerio Público en un escrito ligero en su contenido argumentativo, sostuvo que en el presente caso la parte demandante acreditó que se le afectó su ecuación contractual, por lo tanto la resolución que liquidó de manera unilateral se enmarca dentro de una de las causales de nulidad invocadas por la parte actora, por lo que hace inferir que el municipio de Yumbo incumplió con sus obligaciones atenientes al contrato.   
II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL  

En sentencia del 12 de octubre de 2007 el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca
 accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

Sostuvo que el plazo del contrato se vio afectado por causas imputables a la entidad demandada, toda vez que se observaba que las situaciones generadoras de la suspensión indicaban una improvisación y falta de planeación por parte de la administración en la etapa precontractual, pues los motivos que dieron lugar a la suspensión debió preverse en los pliegos de condiciones, de conformidad con lo establecido en el artículo 36,3 de la ley 80 de 1993 en concordancia con el artículo 30.2 y 24.5, cuya omisión genera responsabilidad para la administración.   

Así mismo, la segunda suspensión generada en el contrato no era imputable al contratista, ya que la rectificación de la conformación estructural generada por la modificación en la configuración de las vigas de cimentación y las zapatas, eventos que ocasionaron así mismo la primera suspensión, generó la necesidad de conseguir en el mercado nacional diferente perfilaría de acero requerida para la nueva estructura, adecuada a los requerimientos de sismo resistencia.  

Así mismo expuso el Tribunal que si se observa el acta de reunión de 2 de agosto de 2000, se podía inferir que lo sucedido con anterioridad a dicha acta, es decir, los motivos que generaron el retardo en la ejecución de las obras, tampoco era imputable al contratista, por cuanto los retrasos se debieron a la improvisación del ente territorial respecto de la presencia de cimentación ciclópea preexistente, en razón de las exigencias del Código Colombiano de Construcciones sismo resistentes y adicionalmente la ocupación de las instalaciones de la escuela Juan B Palomino. Todo esto generó un mayor costo en las obras, y que según la interventoría, manifestó en dicha reunión que sobrepasaba el 47% del valor inicial de los contratos, sin incluir los reajustes dados por CAMACOL.

Así mismo, en dicha acta se comprometió el municipio a agilizar los trámites y el pago de los dineros adeudados según el ritmo de la obra, lo que también implicaba que existían cuentas por pagar. 

Con fundamento en todo lo anterior, sostuvo el a quo que se declararía la nulidad parcial de la resolución No, 269 que liquidó de manera unilateral el contrato por falta motivación, habida cuenta que no se tuvieron en cuenta los derechos del contratista que alteraron el equilibrio económico del contrato.  

Así mismo, indicó que la liquidación no podía efectuarse de manera unilateral, toda vez que no se cumplieron alguno de los presupuestos para que la administración liquidara de esta forma, esto es, que al contratista se le haya invitado y éste no se haya presentado o cuando las partes no llegaren a algún acuerdo sobre el contenido de la misma.  

Con fundamento en lo anterior condenó al pago de capital actualizado por $166.517.074,50; por intereses $21.226.349,32 y por mayor permanencia en la obra $49.098.424,39 con un total de $236.841.848,21. Se precisa que mediante providencia de 26 de septiembre de 2008, el Tribunal procedió a modificar la condena impuesta en el numeral cuarto de la sentencia proferida el 12 de octubre de 2007, quedado la misma por un valor por NOVENTA MILLONES SETENTA Y TRES MIL QUINIENTOS TREINTA Y DOS PESOS CON 06/100 ($90.073.532,06). Lo anterior, por cuanto la parte actora mediante escrito allegó escrito de solicitud de corrección o aclaración de la sentencia y pidió el cambio del valor de la condena. 

III. LOS RECURSOS DE APELACIÓN

Contra lo así resuelto la parte tanto demandada
 como demandante
 interpusieron los recursos de alzada.

El apoderado del Municipio de Yumbo, sostuvo que el Tribunal no se pronunció sobre la excepción propuesta correspondiente al pago de lo no debido, ya que a juicio del a quo, se confundía con el fondo del asunto y la despachó desfavorablemente. 

Consideró el impugnante que dicha excepción se fundamenta en lo establecido en el artículo 61 de la ley 80 de 1993 y en el artículo 164 del C.C.A.  

Por otro lado, consideró que la liquidación unilateral del contrato consignada en la resolución No 269 de 3 de agosto de 2001 se ajustó a lo establecido en el artículo 61 de la ley 80 de 1993 y de los informes dados por el interventor de la obra, por cuanto al contratista se le canceló lo pactado en el contrato. Así mismo, el Tribunal no tuvo en cuenta la declaración de quien fue el interventor, por cuanto éste expresó que desde el inicio del contrato, el contratista no tenía suficientes recursos para desarrollar las obras de conformidad con el cronograma, no obstante haberle cancelado el 40% del anticipo.  

Por su parte, la parte actora indicó en su escrito de sustentación de recurso de apelación
 que estaba en desacuerdo sobre la forma en que el Tribunal de primera instancia se pronunció sobre el porcentaje establecido para reconocer el desequilibrio causado por la mayor permanencia de la obra y sobre el término de la misma.  

Reiteró algunos hechos ya expuestos en la demanda, para luego indicar que aun suspendido el contrato, el contratista tuvo que tener activa la administración del contrato, llegando casi un año de mayor permanencia, esto es, que efectuando el cálculo del tiempo del contrato con las suspensiones, el contratista estuvo en la obra 353 días. Por lo tanto, la mayor permanencia de la obra la calculó en $154.750.000
.

Esta Corporación ordenó la presentación de los alegatos de conclusión y del concepto del Ministerio Público
. La parte demandante presentó su escrito correspondiente
.

IV.  CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

El Ministerio Público guardó silencio en este asunto. 

No advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previas las siguientes  
V. CONSIDERACIONES

1. En el presente asunto se pretende por una parte, analizar si la resolución 269 de 3 de agosto de 2001 mediante la cual se liquidó de manera unilateral el contrato de obra MY-001-99 no es constitutiva de una nulidad, en atención a los argumentos expuesto por el ente territorial demandado, pero si llega a confirmarse su declaratoria, entonces debe analizarse si efectivamente el Tribunal de primera instancia erró en la forma de liquidar el desequilibrio generado al contratista por la mayor permanencia en la obra.

Debe observarse así mismo que la demanda solicitó como pretensiones, entre otras y la más importante, la declaratoria de nulidad parcial de la resolución 269 de 3 de agosto de 2001 por cuanto en dicho acto no se reconocieron las suma adeudadas al actor, reclamadas oportunamente por éste para así restablecerle el equilibrio económico de la ecuación contractual. Como consecuencia de lo anterior, solicitó que se declarara que el ente territorial incumplió sus obligaciones y por tanto estaría obligado a pagar en favor del contratista los valores correspondientes al restablecimiento del equilibrio económico del contrato, y de los daños y perjuicios ocasionados por causa de dicho incumplimiento.

2. Previo a tal fin, debe pronunciarse la Sala de Subsección sobre la satisfacción de los presupuestos procesales que permitan abordar de fondo la cuestión litigiosa puesta a su consideración, verificando, en primer lugar, si esta es la Jurisdicción llamada a conocer de esta controversia. 

Dicho esto, la Subsección parte por recordar que el artículo 306 del Código de Procedimiento Civil
 establece el deber de declarar oficiosamente las excepciones que encuentre configuradas, a excepción de aquellas de prescripción, compensación y nulidad relativa, que demandan de formulación de la parte interesada, a efectos de que pueda ser abordada y decidida por el Juez. Tal disposición guarda armonía con lo reglado también en el inciso segundo del artículo 164 del Código Contencioso Administrativo, que en su tenor literal enseña que “En la sentencia definitiva se decidirá sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el fallador encuentre probada”.

En consecuencia, se impone al juez verificar oficiosamente si esta es la jurisdicción llamada a conocer de una determinada controversia, para lo cual, la Subsección considera que se estará en presencia de un evento de falta de jurisdicción en aquellos casos en que un proceso judicial ha sido puesto en conocimiento a un Juez perteneciente a una especialidad diferente a la instituida en el ordenamiento jurídico; para tal efecto, es preciso advertir que si bien es cierto que la jurisdicción, como tal, hace referencia a una de las tres ramas del poder público, a la cual se le ha encomendado la administración de justicia; el diseño constitucional colombiano establece diversas “jurisdicciones”, las cuales deben ser entendidas como ramificaciones dentro del poder judicial del Estado
, razón por la cual se configura una falta de jurisdicción, a título ejemplificativo, cuando el ordenamiento jurídico disponga que el conocimiento de un asunto corresponde a la especialidad civil de la jurisdicción ordinaria, habiendo sido adelantado éste ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo o, cuando habiéndose suscrito cláusula compromisoria o compromiso, una de las partes de dicho negocio jurídico acude a los jueces institucionales para demandar una controversia reglada por tales pactos; conforme se explicará a continuación
. 

3. Alcance de la figura jurídica pacto arbitral.

El pacto arbitral es un instrumento procesal que abre las puertas para que el conocimiento de la acción de controversias contractuales sea de conocimiento de los jueces ad-hoc, por vía de un Tribunal de Arbitramento. Es así como en decisión de la Sala Plena de Sección Tercera de fecha 6 de junio de 2013
 se señalaron algunas consideraciones de esta institución procesal de la siguiente manera:  

“La acción de controversias contractuales y la jurisdicción arbitral. El pacto arbitral
.  

En el derecho administrativo colombiano las controversias surgidas de las relaciones contractuales del Estado no constituyen, en cuanto a su conocimiento, un privilegio de la jurisdicción contenciosa administrativa. Precisamente, con el ánimo de garantizar a los asociados, la resolución pronta de los conflictos derivados de las relaciones negociales del Estado, y con el propósito de obtener, la seguridad jurídica necesaria para mantener la suficiente fluidez en el trafico jurídico y la confiabilidad indispensable en las instituciones, se ha desarrollado de tiempo atrás en nuestra legislación
, pero sobre todo acentuado, con la entrada en vigencia de la constitución política
 de 1991, un complejo sistema de justicia alternativa, que en materia de litigios contractuales, se caracteriza por la incorporación de la cultura de la prioridad en la utilización de mecanismos de solución directa de las diferencias y discrepancias surgidas entre las partes, con ocasión de la actividad contractual y, de la utilización de ser del caso, de alternativas diferentes a las tradicionalmente judiciales, como las de la conciliación, amigable composición, transacción y cualquiera otra de los previstas en la ley
, sin que de manera alguna puedan ser estos mecanismos, objeto de restricciones o limitaciones por la administración o por cualquier interesado, prohibiéndose de manera expresa por el ordenamiento actitudes de esta naturaleza
. 

En este contexto, se destaca por su utilidad, necesidad y procedencia la figura del arbitramento
, la cual, fundada en razones de planeación del contrato y autonomía y voluntariedad de las partes que se concretan en el denominado pacto arbitral
 permiten dar vida jurídica a la posibilidad de que árbitros habilitados juzguen las diferencias surgidas de la relación negocial del Estado
. 

El consentimiento forjado para la administración sobre bases de planeación del negocio y de razonabilidad, y consolidado en el acuerdo de voluntades de las partes contratantes, puede traducirse materialmente en la existencia de una cláusula compromisoria contenida en el contrato mismo, o en la celebración de un acuerdo, por fuera del texto mismo del contrato estatal, denominado compromiso, en ambos casos, con la fuerza, autonomía y sustancia necesarias para demarcar el ámbito de acción de los particulares que habrán de resolver los conflictos emanados de la relación contractual principal, a la cual se accede por estas vías extraordinarias
. 

Esta orientación se deduce sin mayores dificultades de la redacción de los artículos 68 y 69 de la ley contractual del Estado, disposiciones incorporadas en los artículos 226 y 227 del decreto 1818 de 1998 y en el artículo 1º de la Ley 1563 de 2012, al disponer precisamente que las entidades estatales y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, rápida y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual, acudiendo a cualquiera de los mecanismos anteriormente señalados, o incorporando en los contratos, estipulaciones que privilegien este tipo de soluciones, frente a los conflictos y discrepancias que surjan de la relación contractual.

Esta decisión del legislador, de retomar los senderos de la solución directa y pacífica de las diferencias contractuales, se acentúa en la redacción del artículo 69 del mencionado estatuto, al indicar, que las autoridades, no podrán establecer prohibiciones a la utilización de los mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los contratos estatales, ni establecer prohibiciones en torno a la posibilidad de acudir al arbitramento, para resolver los conflictos que se presenten en todo lo relacionado con los contratos del Estado. Esto es, se abren todas las posibilidades para que las partes, en ejercicio de la autonomía de la voluntad acuerden cuando lo consideren, habilitar árbitros para que diriman las diferencias o litigios emanados de la relación contractual
.

De conformidad con las normas constitucionales relativas al ejercicio de autoridad judicial por los particulares, en concordancia con los artículos 70 a 72 de la ley 80 de 1993 incorporados en los artículos 228 a 230 del decreto 1818 de 1998 o norma compiladora de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, así como en el artículo 1º de la Ley 1563 de 2012, la acción contractual podrá ser ejercida ante los tribunales de arbitramento, conformados por particulares, elevados a la categoría de árbitros, a través de la habilitación, que en ejercicio de la autonomía de la voluntad, efectúan las partes contratantes, para resolver los litigios o controversia que surjan del contrato mismo, o los que se adviertan con posterioridad y que sean de carácter transigible
. Habilitación esta de carácter solemne, contenida en pactos arbitrales que pueden tener la forma de cláusula compromisoria, o si es del caso, de compromiso y a las cuales acude la administración a partir de los razonables análisis y justificaciones sustentadas en la planeación del negocio mismo. Esto es, que la decisión de acudir a esta habilitación tiene adicionalmente sus soportes en el principio de planeación de los contratos públicos.

Esta forma alternativa de conflictos contractuales deriva su existencia de la decisión de las partes, la cual es aceptada y reconocida por la Constitución Política en el inciso cuarto del su artículo 116, como un mecanismo valido para investir con autoridad judicial a determinadas personas naturales, constituyéndose en este sentido, la autonomía negocial
, entonces, es el sustento supremo del mecanismo arbitral; su indiscutible base de carácter material, determinadora de los alcances, limitaciones y sobre todo conformadora del ámbito de sus competencias funcionales
. Indica la disposición que “Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de jurados en las causas criminales, conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad, en los términos que determine la ley”.

El principio se retoma, así mismo en la Ley 270 de 1996 "Estatutaria de la Administración de Justicia", al desarrollar el anterior precepto constitucional, sin embargo, la ley estatutaria lo hace bajo la advertencia, en su artículo 8 de proclamar como una regla fundamental para la administración de justicia el de la alternatividad de mecanismos para la solución de los conflictos entre los asociados, destacándose entonces, la tendencia a abandonar como vía única frente a los de los litigios, la de la solución jurisdiccional tradicional y aceptándose otras alternativas, entre ellas la de la administración de justicia por árbitros habilitados por las partes dentro de los términos de la constitución y la ley. Es así como, en el artículo 13 No 3 de esta misma codificación estatutaria al referirse al ejercicio de la función jurisdiccional por otras autoridades y por particulares determina que la justicia en Colombia, puede ser ejercida entre otros por los árbitros habilitados por las partes, en asuntos susceptibles de transacción, de conformidad con los procedimientos señalados en la ley. Tratándose de arbitraje, las leyes especiales de cada materia establecerán las reglas del proceso, sin perjuicio de que los particulares puedan acordarlas. Los árbitros, según lo determine la ley, podrán proferir sus fallos en derecho o en equidad.

Esto es, al elevarse a norma suprema y ser esta desarrollada por la ley estatuaria de la administración de justicia, en el sentido de que las partes de un contrato, pueden habilitar árbitros para conformar tribunales tendientes a resolver conflictos con fuerza vinculante y de carácter judicial, en asuntos que puedan ser susceptibles de transacción, se incorpora al ordenamiento constitucional, un típico principio negocial, fundamentador de la capacidad constructiva de la autonomía de la voluntad, como es el de la habilitación consensuada para instituir autoridades y sobre todo para determinarles el contenido sustancial de sus competencias
. 

La facultad de habilitación propia del derecho privado y de las relaciones negóciales entre particulares se incorpora en el derecho constitucional de manera general, irrigando en consecuencia, absolutamente todo el espectro contractual, incluso el del Estado, permitiendo que el arbitraje a través de tribunales de arbitramento, se desarrolle como un instrumento viable, en tratándose de los conflictos susceptibles de transacción que se presenten en las relaciones contractuales de las entidades estatales, de carácter judicial, respetuoso del debido proceso y de los demás derechos fundamentales tal y como acontece en todo proceso judicial
. Esto con una limitante trascendental, la de que tan solo es procedente en los litigios que pudieren ser objeto de transacción entre las partes, lo cual excluye
, en consecuencia, materias como la legalidad del ordenamiento jurídico aplicable al contrato, o de los actos administrativos que se presenten en el desarrollo de la actividad contractual
.

En la perspectiva estrictamente legal, esta es la orientación que las normas reguladoras del arbitramento le otorgan a la institución
, al aceptarla como una habilitación de árbitros, a particulares, para que actuando a través de tribunales, por ellos conformados, definan con fuerza de decisión judicial un conflicto entre partes interesadas
. Se trata en términos de la ley de  “un mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente investido de la facultad de administrar justicia, profiriendo una decisión denominada laudo arbitral”. (El artículo 111 de la Ley 446 de 1998, que modificó el artículo 1º del Decreto 2279 de 1989, recogido en el artículo 115 del Decreto 1818 de 1998, así como también en el artículo 1º de la Ley 1563 de 2012). 

Así las cosas, la institución adquiere en nuestro derecho una importancia inusitada no obstante su carácter excepcional, temporal y predefinido por las partes del negocio jurídico, la utilidad que representa en el sistema judicial, por sus diversas características, hace de éste mecanismo una herramienta indispensable en la solución de diferencias que surgen con ocasión de la celebración de un contrato estatal. La Corte Constitucional
 ha perfilado las características de esta institución alterna de conflictos, destacando como puntos claves para su determinación los siguientes:

- Que es uno de los instrumentos autorizados para que los particulares puedan administrar justicia; 

- Que está regido por el principio de habilitación o voluntariedad, pues el desplazamiento de la justicia estatal por el arbitramento tiene como fundamento “un acuerdo previo de carácter  voluntario y libre efectuado por los contratantes”; 

- Que es temporal, pues la competencia de los árbitros está restringida al asunto que las partes le plantean; 

- Que es de naturaleza excepcional pues la Constitución impone límites materiales a la figura, de suerte que no todo “problema jurídico puede ser objeto de un laudo”, ya que “es claro que existen bienes jurídicos cuya disposición no puede dejarse al arbitrio de un particular, así haya sido voluntariamente designado por las partes enfrentadas”;  

- Que la voluntariedad del arbitramento no excluye que la ley regule la materia, pues el arbitramento es un verdadero proceso, a pesar de que sea decidido por particulares, y por ello está sujeto a ciertas regulaciones legales, en especial para asegurar el respeto al debido proceso

El consentimiento de las partes contratantes tendiente a la habilitación de árbitros, en consecuencia la renuncia a la jurisdicción contenciosa y la conformación de los tribunales pertinentes se solemniza a través de pactos arbítrales que pueden según las circunstancias adoptar la modalidad de cláusula compromisoria y compromiso, así se deduce de la redacción del artículo 115 de la Ley 446 de 1998 que modifica el artículo 2º del Decreto 2279 de 1989, el 117 del decreto 1818 de 1998 y los artículos 4º y 6º de la Ley 1563 de 2012.

La cláusula arbitral contiene el consentimiento de las partes de someterse a la justicia arbitral frente a eventuales
 litigios surgidos del contrato. Esta decisión bilateral puede formalmente aparecer estipulada como una simple cláusula contractual donde se manifieste la decisión de las partes de someter las distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación al conocimiento de árbitros y de ser posible la delimitación material de las materias que se someterían a conocimiento de ellos
. Esta intención también puede estar contenida en documento anexo al contrato caso en el cual para producir efectos jurídicos deberá expresar el nombre de las partes e indicar en forma precisa el contrato al que se refiere. 

La cláusula compromisoria, tiene, pues, su fuente jurídica en el contrato, pero goza de autonomía plena frente a este, en la realidad de las cosas es otro negocio jurídico  y su finalidad no es otra que la de procurar la solución ágil de los eventuales conflictos que surjan entre las partes
. (Artículo 70 de la ley 80 de 1993, 228 del decreto 1818 de 1998 en concordancia con el 118  y 120 de este mismo decreto, artículo 4º del Decreto 2279 de 1989 y artículos 4º y 5º de la Ley 1563 de 2012)

El compromiso, que igualmente es un negocio jurídico autónomo, al contrario de lo que ocurre con la cláusula compromisoria, tiene como punto de partida la existencia
 de un litigio presente y determinado emanado de un contrato estatal, se trata por lo tanto de un pacto en el cual las partes acuerdan someter una diferencia preexistente de naturaleza contractual  a la decisión de los árbitros y relativas a la celebración del contrato y su ejecución, desarrollo, terminación o liquidación del mismo
. 

En general el pacto arbitral goza de plena autonomía en cualquiera de sus modalidades, ordenando en virtud del artículo 116 constitucional de manera excepcional y transitoria la jurisdicción que asumirá los litigios acordados por las partes.  En este sentido, el pacto debe ser no solo reconocido por las autoridades, sino respetado y acatado con toda la fuerza e intensidad que el ordenamiento constitucional le brinda, en especial cuando se intenten acciones o mecanismos procesales por fuera de sus parámetros materiales. La existencia del pacto enerva cualquier posibilidad de actuación por parte de las autoridades contencioso administrativas en cuanto la configuración de una clara hipótesis de ausencia sustancial de jurisdicción para actuar válidamente en relación con los litigios que le fueren puestos a su consideración”
.
3.1. En este orden de ideas, siendo la suscripción de la cláusula compromisoria o el compromiso una habilitación expresa y por escrito de las partes para que sus controversias sean conocidas por particulares investidos con jurisdicción ad-hoc, debe reiterarse la tesis expuesta por la Sala Plena de la Sección Tercera de esta Corporación  en providencia de 18 de abril de 2013
, en donde precisó que, dada la solemnidad constitutiva del pacto arbitral, en un documento por escrito contentivo de una manifestación expresa y conjunta de las partes sobre la habilitación a los particulares para impartir justicia, se debía proceder del mismo modo para que éste se entendiera derogado, es decir, extendiendo nuevamente un documento en donde las partes de manera explícita dejan sin efecto –total o parcialmente- la habilitación para acudir ante la justicia arbitral. 

De este modo, la Sección Tercera recogió la anterior tesis según la cual bastaba el silencio de la parte demandada al momento de contestar la demanda, para entender derogado tácitamente la jurisdicción arbitral y, seguidamente, derivar de dicho mutismo la aquiescencia del accionado en el trámite del proceso ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En consecuencia, la cláusula arbitral no se constituye en jurisdicción alternativa a la de los jueces institucionales según la voluntad unilateral de las partes sino que, por el contrario, genera el efecto de sustraer del conocimiento de los jueces un asunto de manera definitiva, siempre que conserve validez dicho negocio jurídico, de allí que provenga el vicio de nulidad, por falta de jurisdicción, cuando se actúe en contravía de lo pactado en la cláusula. Sobre tales cuestiones reflexionó la providencia de 18 de abril de 2013 en los siguientes términos: 

“Continuar aceptando la tesis de la renuncia tácita a la aplicación de la cláusula compromisoria, por el hecho de que la parte demandada no formule la excepción correspondiente, equivaldría a dejar al arbitrio de cada parte la escogencia de la jurisdicción que ha de decidir el conflicto entre ellas presentado, a pesar de haber convenido, en forma libre y con efectos vinculantes, que sus diferencias irían al conocimiento de la justicia arbitral, e implicaría admitir, también, la existencia de dos jurisdicciones diferentes y con igual competencia para solucionarlo, a pesar de que sólo una de ellas puede conocer y decidir sobre el particular. 

En suma, cuando las partes deciden sustraer del conocimiento de la jurisdicción de lo contencioso administrativo la decisión de los conflictos que lleguen a surgir de un contrato estatal, para someterlos a la justicia arbitral, ninguna de ellas tiene la posibilidad de optar, de manera unilateral e inconsulta, entre acudir a la justicia institucional contenciosa o a la arbitral; por el contrario, sólo tiene una opción, cual es la de someterse a la decisión arbitral, de modo que, si una de las partes que concurrió a la celebración de un pacto arbitral acude al juez de lo contencioso administrativo, en lugar de convocar un tribunal de arbitramento, dicho acto no desaparece, ni siquiera si el demandado no excepciona falta de jurisdicción, y ello supone, necesaria e indefectiblemente, que el juez contencioso al que se asigne el caso le dé aplicación rechazando la demanda o declarando la nulidad de lo actuado, esto último con apoyo en las causales 1 y 2 del artículo 140 del C. de P.C
. (Resaltado propio).  

La anterior posición se sustentó en el hecho de que las normas vigentes que regulan los asuntos arbitrales, en cuanto a los contratos estatales, establecen la solemnidad del escrito como un requisito indispensable de la cláusula compromisoria
. Por lo tanto, si se desea modificar el pacto arbitral, o dejarlo sin efecto, aquéllas deben observar y respetar las mismas exigencias que las normas legales establecen con miras a la formación del correspondiente pacto arbitral, de tal suerte que, para ello, haya también un acuerdo expreso y escrito, lo cual excluye, por ende, la posibilidad de que el pacto arbitral pueda ser válidamente modificado o dejado sin efecto de manera tácita o por inferencia que haga el juez institucional, a partir del mero comportamiento procesal de las partes. 

4. El contenido económico de los actos administrativos y la posibilidad de que la justicia arbitral se pronuncie sobre ellos. 

Sobre este aspecto es importante destacar la sentencia proferida por la H. Corte Constitucional C- 1436 de 2000
, que al examinar sobre la exequibilidad de los artículos 70 y 71 de la ley 80 de 1993, concluyó que los particulares investidos de funciones jurisdiccionales transitorias no podían pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos contractuales que comportan el ejercicio de cláusulas exorbitantes o excepcionales al derecho común por parte del Estado, con clara alusión a aquéllos que consagra expresamente el artículo 14 de la Ley 80 de 1993, es decir, los de: a) interpretación unilateral del contrato, b) modificación unilateral del contrato, c) terminación unilateral del contrato, d) sometimiento a las leyes nacionales, e) caducidad y f) reversión
, y concluyó también que los demás actos administrativos contractuales, es decir, aquellos que surgen del ejercicio de facultades distintas a aquellas que de manera expresa recoge el artículo 14 acabado de citar, sí pueden ser sometidos al estudio, al examen, al conocimiento y a la decisión de árbitros, “en la medida  en que no se encuentran cobijados por los alcances de la sentencia de la Corte Constitucional y en relación con los mismos tampoco la Constitución o la Ley establecen restricción alguna”
.

Por lo tanto, los árbitros pueden resolver todas las controversias de contenido patrimonial que surjan con ocasión del contrato, incluso, tiene competencia la justicia arbitral para analizar y resolver el contenido económico de los actos administrativos
 expedidos por una entidad que hace parte de la administración, salvo los actos determinados en el artículo 14 de la ley 80 de 1993, estos son, los de interpretación unilateral, modificación unilateral y terminación unilateral del contrato; sometimiento a las leyes nacionales; caducidad y reversión
.

5. El caso en concreto. 

En este asunto, la Sala observa que en el plenario obra copia del contrato de obra pública No. MY- 001-99 de 1° de octubre de 1999
 suscrito entre el representante del Municipio de Yumbo y el contratista Alberto Reyes Echeverri, cuyo objeto era la construcción de 16 aulas y 3 baterías sanitarias en unos centros educativos del municipio de Yumbo determinados en el contrato referenciado. 

Del mismo modo, se tiene que en la cláusula décima séptima del referido contrato se trató lo pertinente a la conciliación de las controversias surgidas entre las partes, en donde se estipuló lo siguiente: 

Las diferencias y controversias que surjan entre EL MUNICIPIO DE YUMBO y el CONTRATISTA por concepto de celebración, interpretación, ejecución o terminación del presente Contrato, y que no pueden ser resueltas de común acuerdo, serán dirimidas conforme al siguiente procedimiento:

17.1 Si la diferencia fuere de naturaleza técnica, contable o jurídica, podrá solicitar la interventoría de árbitros a fin de que estos diriman los conflictos contractuales presentados.  

17.2 El respectivo laudo será proferido en derecho y en lugar de funcionamiento del tribunal será la ciudad de YUMBO. El laudo será obligatorio para las partes. 

17.3 El Tribunal estará compuesto por 3 árbitros, los cuales serán designados de común acuerdo entre las partes.  

17. 4 Si las partes no se pusieren de acuerdo en la designación de uno o de más árbitros, estos serán designados por la Cámara de comercio de CALI, y deberán ser abogados titulados. 

17.5 En caso de duda sobre la naturaleza de la discrepancia entre las partes, se entenderá que ésta es de naturaleza jurídica y por consiguiente será dirimida por arbitramento.    

PARÁGRAFO: Queda claro que las Cláusulas de Terminación Unilateral y Caducidad, así como sus efectos, no son susceptibles de decisión arbitral.

La Subsección advierte que en el plenario i) no obra documento suscrito por las partes en donde se hubiere derogado expresamente la cláusula arbitral en comento; ii) se observa de las pretensiones de la demanda, que el actor está cuestionando los efectos patrimoniales o económicos de la liquidación unilateral, ya que está en desacuerdo con ella por el no restablecimiento del equilibrio de la ecuación contractual. Así lo dispuso en su primera pretensión que a la letra dice: 
2.1 Declárese la nulidad parcial de la Resolución No. 0269 de agosto 03 de 2001, por medio de la cual se liquidó unilateralmente el Contrato de Obra No, MY-001-99, por cuanto en dicho acto no se reconocieron sumas debidas al Actor, oportunamente reclamadas, para el restablecimiento económico de la ecuación contractual.   

iii) El acto administrativo cuestionado y sobre todo los efectos patrimoniales del mismo sí puede ser sometido al examen por parte de un Tribunal de arbitramento competente, aplicando para el efecto, las razones expuestas por la Corte Constitucional en sentencia C -1436 de 2000; adicionalmente, es importante reiterar que lo que se desprende del análisis de las pretensiones del libelo demandatorio, es que se cuestiona el contenido económico de éste, al no haber reconocido el desequilibrio económico del actor (que por cierto no se encuentra prueba de las solicitudes por parte de éste ante la administración municipal).    
En consecuencia, la Sala declarará probada oficiosamente la excepción de falta de jurisdicción dado el hecho de que la controversia que ha motivado el sub lite ha debido ser conocida por un Tribunal de Arbitramento, de acuerdo a la cláusula décimo séptima instituida por las partes en el Contrato de Obra Pública MY-001-99. 

Por lo tanto, la Sala pronunciará fallo inhibitorio al no reunirse el presupuesto procesal de jurisdicción y competencia, y, seguidamente, se dispondrá remitir las diligencias a la Cámara de Comercio de Cali
 a efectos de dar inicio al trámite de arbitral, tomando, para todos los efectos legales el de 26 de septiembre de 2008
conforme a la regla del inciso cuarto del artículo 143 del Código Contencioso Administrativo
. 

En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre la de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la sentencia de 12 de octubre de 2007, proferida por el Tribunal Contencioso Administrativo del Valle del Cauca, mediante la cual se accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda.  

SEGUNDO: DECLARAR probada oficiosamente la excepción de falta de jurisdicción, y en consecuencia, INHIBIRSE para conocer del presente asunto.   

TERCERO: REMITIR las diligencias a la Cámara de Comercio del Cali, para efectos de que se surta el trámite del proceso arbitral, tomando como fecha de presentación de la demanda el 26 de septiembre de 2008. 

CUARTO: COMUNICAR a las partes que dentro de los 45 días hábiles siguientes a la ejecutoria de esta providencia, DEBERÁN realizar las gestiones necesarias para  integrar el respectivo Tribunal de Arbitramento.  

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ          JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Presidente de la Subsección C                      Consejero Ponente
� Expediente: 17859.


� Mediante escrito de 28 de agosto de 2007, la apoderada solicitó corregir los errores aritméticos de la sentencia e indicando que el valor total que debería condenarse era por $99.479.892 (Fl. 425 y 426 C. ppal).   


� Fls. 434 y 435 C. ppal. 


� Fls. 178 a 199 C. 1.


� De acuerdo con la estimación razonada de la cuantía, alegó la parte actora que por concepto de labores ejecutadas aún pendientes de pago, se adeudaba al contratista $15.431.889; por el restablecimiento económico del contrato se debe 154.750.000. (Fls. 193 y 194 C.1)  


� Fls. 200 y 201 C.1 de fecha 7 de marzo de 2002.


� Fl. 209 C.1.


� Fls. 229 a 234 C.1.


� Fl. 236 a 238 C.1.


� Fl. 248 C.1, de fecha 5 de febrero de 2007.


� La parte demandada presentó su escrito el 21 de febrero de 2007 (Fls. 250 a 252 C.1); la parte demandante mediante escrito de 26 de febrero de 2007 presentó alegatos de conclusión (Fls. 253 a 271 C.1).   


� Fls. 372 a 411 C. ppal. 


� Fls. 412 a 415 C. principal y adicionado mediante escrito de 29 de agosto de 2008 (Fls. 423 y 424 C. ppal) argumentando de manera reiterada que debe tenerse en cuenta la declaración hecha por quien en su momento fue el interventor de la obra.


� Fl. 428 C. ppal.


� Presentado el 27 de julio de 2009, folios 451 a 457 C. ppal. 


� Equivale al costo de la Administración (A=13%) $39.454.630 dividido en 90 días del plazo del contrato, dando como resultado $438.385. Este valor multiplicado por 353 días da como resultado $154.750.000.  


� Fl. 468 C. ppal.


� Fls. 469 a 476 C. ppal. 


� Cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, compensación y nulidad relativa, que deberán alegarse en la contestación de la demanda.


Si el juez encuentra probada una excepción que conduzca a rechazar todas las pretensiones de la demanda, podrá abstenerse de examinar las restantes. En este caso, si el superior considera infundada aquella excepción, resolverá sobre las otras, aunque quien la alegó no haya apelado de la sentencia.


Cuando se proponga la excepción de nulidad o la de simulación del acto o contrato del cual se pretende derivar la relación debatida en el proceso, el juez se pronunciará expresamente en la sentencia sobre tales figuras, siempre que en el proceso sean parte quienes lo fueron en dicho acto o contrato; en caso contrario, se limitará a declarar si es o no fundada la excepción.


� Como lo ha puesto de presente la jurisprudencia constitucional al señalar que apelando a razones de naturaleza política o de eficiencia en la administración de justicia se optó por ramificarla en jurisdicciones especiales: “La jurisdicción en general consiste en la potestad que tiene el Estado para administrar justicia en ejercicio de la soberanía de que es titular, mediante el conocimiento y decisión de las diferentes causas (civiles, criminales, administrativas, etc.) y, en tal virtud, es única e indivisible. Es por ello que todos los jueces ejercen jurisdicción en nombre del Estado, pero circunscrita al ámbito propio de la competencia que le asigna la ley. Razones de naturaleza política, y la necesidad de asegurar la mayor eficacia de la administración de justicia por el Estado mediante la distribución del trabajo, justifican la existencia de jurisdicciones especiales autorizadas por la Constitución, que forman parte de la rama judicial; pero la diversidad de jurisdicciones especiales no implica rompimiento de la unidad ontológica de la jurisdicción del Estado. Conforme a lo anterior, la Constitución sólo admite la existencia de la jurisdicción ordinaria y de jurisdicciones especiales como la contencioso administrativa, la constitucional, la disciplinaria, la de paz, y la de las comunidades indígenas, como se deduce del Título VIII de la Constitución.”. Corte Constitucional, Sentencia C-392 de 2000. 


� La presente sentencia tiene como sustento jurídico la sentencia ya proferida por la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de estado, de 22 de enero de 2014, expediente: 27245. 


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera, auto de 6 de junio de 2013, Radicación: 11001-03-26-000-2013-00003-00 (45922). Así mismo, sobre el pacto arbitral puede verse la sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C de 13 de abril de 2015, radicación: 11001-03-26-000-2014-00162-00 (52.556).  


� El control de constitucionalidad y legalidad de la actividad de la administración: Aproximación a la justicia contencioso administrativa en Colombia. JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA. Universidad Externado de Colombia. Así mismo “El contrato del estado frente a la justicia arbitral”, ponencia año 2015.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Febrero 26 de 1998, expediente: 11477. Banco de Datos en Contratación Estatal. Universidad Externado de Colombia. " La antigua institución de la jurisdicción arbitral, que Laubadere define como aquella por la cual, y por ministerio de la ley, las controversias jurídicas son resueltas, no por los órganos jurisdiccionales del Estado, sino por árbitros que, para el caso controvertido son designados por las partes, fue acogida por la legislación colombiana en diferentes momentos de nuestra evolución procesal, concretamente por el Título XLVII del Libro 2° del Código Judicial de 1.931 (Ley 105 de ese año) y por la Ley 2ª de 1.938, y luego, en forma más detallada por los actuales Códigos de Procedimiento Civil (Decreto 1400 y 2019 de 1.970) y de Comercio (Decreto 410 de 1.971). Por referirse esa normatividad no solo a personas privadas sino también, eventualmente, a actos y conflictos en que uno de los intervinientes podía ser una persona pública, la aplicación de las disposiciones sobre arbitramento a los conflictos de una y otras fue unánimemente aceptada por la doctrina y la jurisprudencia y se cumplió corrientemente en la práctica. "Mediante una de estas remisiones expresas (fuera de las analógicas y supletorias) en que el derecho administrativo echa mano de la normatividad civil y comercial, la Ley 4ª de 1.964 sobre contratos administrativos, expresamente reguló la materia de la cláusula compromisoria en dichas convenciones, mediante la siguiente norma: "Artículo 13.- Las entidades a que se refiere la presente ley quedan facultadas para someter a arbitramento, en los términos de la ley 2ª. de 1.938, las diferencias que se presenten con los contratistas. "Despejando toda posible duda sobre el uso de la institución arbitral en los contratos administrativos, el derecho administrativo colombiano por la norma transcrita no sólo admite la solución arbitral sino que remite a los términos, vale decir al procedimiento y formas en que debe efectuarse el arbitramento, a la Ley 2ª de 1.938, que no es de la órbita de aquel derecho sino de la órbita del derecho comercial. " Esta remisión subsiste hasta hoy, y continúa subsistente mientras no haya un procedimiento arbitral específico para los conflictos surgidos de los contratos administrativos. El reenvío a la legislación comercial y civil sobre el procedimiento arbitral se mantiene tácitamente en el artículo 66 del Decreto 150 de 1.976 y en el 76 del Decreto 222 de 1.983. Este último, además, prescribe que la designación de los árbitros será "en la forma prevista en el Código de Comercio", y en ambos se ordena que "el fallo será siempre en derecho". 


� Constitución Política de Colombia. Artículo 116 “…. Los particulares pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia en la condición de conciliadores o de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derechos o en equidad, en los términos que determine la ley.”  


� Ley 80 de 1993. Artículo 68º.- De la utilización de mecanismos de solución directa de las controversias contractuales. Las entidades a que se refiere el artículo del presente Estatuto y los contratistas buscarán solucionar en forma ágil, rápida y directa las diferencias y discrepancias surgidas de la actividad contractual.


Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al empleo de los mecanismos de solución de controversias contractuales previstos en esta ley y a la conciliación, amigable composición y transacción.


Parágrafo.- Los actos administrativos contractuales podrán ser revocados en cualquier tiempo, siempre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecutoriada.


� Ley 80 de 1993. Artículo 69º.- De la improcedencia de prohibir la utilización de los mecanismos de solución directa. Las autoridades no podrán establecer prohibiciones a la utilización de los mecanismos de solución directa de las controversias nacidas de los contratos estatales.


Las entidades no prohibirán la estipulación de la cláusula compromisoria o la celebración de compromisos para dirimir las diferencias surgidas del contrato estatal.


� Múltiples son las definiciones de lo que se entiende por arbitramento o arbitraje. El artículo 111 de la Ley 446 de 1998, que modificó el artículo 1º del Decreto 2279 de 1989, recogido en el artículo 115 del Decreto 1818 de 1998, define el arbitraje como un “...mecanismo por medio del cual las partes involucradas en un conflicto de carácter transigible, defieren su solución a un tribunal arbitral, el cual queda transitoriamente investido de la facultad de administrar justicia, profiriendo una decisión denominada laudo arbitral...”. Otra definición señala que “...es una figura jurídica que consiste en la resolución de las diferencias surgidas entre dos o más personas por un tercero a cuya decisión se someten las partes libre y voluntariamente...”. ALBANES MEMBRILLO, Antonio. El Arbitraje y el Contrato de Seguro. En: Revista Española de Derecho de Seguros, Nº 55, Madrid, julio-septiembre, 1988, p. 64. Otra definición también cercana al Derecho de Seguros indica que es “...el escenario procedimental al cual las partes contratantes, en desarrollo de su autonomía privada, alternativamente acuden en procura de resolver, con carácter definitivo, sus controversias –potenciales o puras y simples- confiando su resolución a particulares denominados árbitros que, transitoriamente, por imperio de la Ley, son investidos de los mismos poderes inherentes a los jueces y magistrados ordinarios (justicia estática). El Arbitraje y la Mediación en el Derecho de Seguros: Visión Comparada –Arquetipos de Mecanismos de Solución Alternativa de Conflictos Derivados del Contrato de Seguro-. Ponencia presentada por el Presidente de la Asociación Colombiana de Derecho de Seguros – ACOLDESE en el marco del IV Congreso Ibero-Latinoamericano de Derecho de Seguros del Comité Ibero-Latinoamericano de AIDA-CILA, celebrado en Santiago de Chile en el mes de noviembre de 1995, p. 9. Una visión más global acerca de la definición de arbitraje la encontramos en las siguientes citas: “...es un medio jurídico de arreglo de litigios presentes o futuros basado en la voluntad de las partes, que eligen por sí mismas directamente o a través de mecanismos de designación acordados por ellas –por ejemplo, delegando en un tercero imparcial, persona física o jurídica- a simples particulares a los que se confía la adopción de una decisión obligatoria –el laudo arbitral- que ponga fin a la diferencia entre ellas...”. FERNANDEZ DE LA GANDARA, Luis & CALVO CARAVACA, Alfonso-Luis. Derecho Mercantil Internacional. Madrid: Editorial Tecnos, S.A., 1995, p. 709; “...Se entiende por arbitraje la institución de una justicia privada merced a la cual los litigios son sustraídos de la jurisdicción de Derecho Común, con el objeto de resolverlos por parte de individuos revestidos, por las circunstancias, de la misión de juzgar...”. ROBER, Jean. L’Arbitrage, Droit Interne, Droit International Privé. Paris: Dalloz, 1983, p. 3 y “...el arbitraje consiste en la solución de un conflicto por medio de un tribunal de arbitramento compuesto por particulares, quienes no tienen la investidura de jueces del Estado ni ninguna otra de carácter oficial, aunque adquieren la primera para efectos de adelantar y fallar el proceso que se somete a su jurisdicción, desplazando naturalmente a los jueces normales y ordinarios en el conocimiento de dicha cuestión...”. BENETTI SALGAR, Julio. El Arbitraje en el Derecho Colombiano. Santafé de Bogotá: Editorial Temis, 1994, p. 4.


� Artículo 115 de la Ley 446 de 1998. Pacto Arbitral. El artículo 2º del Decreto 2279 de 1989, quedará así: “Artículo 2º. Por medio del pacto arbitral, que comprende la cláusula compromisoria y el compromiso, las partes se obligan a someter sus diferencias a la decisión de un Tribunal Arbitral, renunciando a hacer valer sus pretensiones ante los jueces.” Artículo incorporado en el Decreto 1818 de 1998, artículo 117, publicado en el Diario Oficial No. 43.380, del 07 de Septiembre de 1998, “Por medio del cual se expide el estatuto de los mecanismos alternativos de solución de conflictos”.


� Ley 80 de 1993. Artículo  70º.- De la Cláusula Compromisoria. En los contratos estatales podrá incluirse la cláusula compromisoria a fin de someter a la decisión de árbitros las distintas diferencias que puedan surgir por razón de la celebración del contrato y de su ejecución, desarrollo, determinación o liquidación.


El arbitramento será en derecho. Los árbitros serán tres (3), a menos que las partes decidan acudir a un árbitro único. En las controversias de menor cuantía habrá un solo árbitro.


La designación, requerimiento, constitución y funcionamiento del tribunal de arbitramiento se regirá por las normas vigentes sobre la materia.


Los árbitros podrán ampliar el término de duración del Tribunal por la mitad del inicialmente acordado o legalmente establecido, si ello fuere necesario para la producción del laudo respectivo.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1436 del 25 de Octubre de 2000. “La Constitución de 1991, facultó expresamente a los particulares para administrar justicia en forma transitoria en calidad de árbitros o conciliadores, con la capacidad de dictar fallos en derecho o equidad cuando las partes involucradas en el conflicto así lo dispongan y según las prescripciones señaladas por la ley, como una forma no sólo de descongestionar los despachos judiciales sino de lograr que en forma pacífica las partes pongan fin a sus controversias. En términos generales, el Constituyente dejó en cabeza del legislador, la facultad de desarrollar los institutos de la conciliación y el arbitramento, como mecanismos alternos de solución de conflictos, teniendo como único parámetro, el conservar la orientación, los principios y valores que inspiran la Carta fundamental”. 


� El contrato del Estado frente a la justicia arbitral. Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Universidad Externado de Colombia.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Junio 8 de 2000, expediente: 16973.


� La Jurisprudencia Constitucional  ha resaltado el papel determinante, que tiene en este asunto la autonomía  de las partes, al ser las únicas con potestad para habilitar el tribunal arbitral por así decidirlo, facultando a los sujetos intervinientes en una relación contractual, de optar por su uso. Corte Constitucional. Sentencia C – 294 de 1995. Magistrado Ponente, Jorge Arango Mejía. Corte Constitucional. Sentencia C – 242 de 1997. Magistrado Ponente (Original del texto que se cita). 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Junio 27 de 2002. Exp No 21040. Banco de Datos en Contratación Estatal. Universidad Externado de Colombia . “Desde esta perspectiva, la indicación de las materias objeto de arbitramento reviste suma importancia porque esa indicación junto con las pretensiones que en forma específica formulen las partes, al convocar el Tribunal de Arbitramento, respetando el tema o materia arbitral previamente señalado, son las que en lo particular constituyen la competencia del Tribunal, siempre que sean transigibles; y es a partir de tales pretensiones que se deberá determinar o la congruencia del laudo o su eventual nulidad” (Original del texto que se cita). 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Noviembre 7 de 2002, expediente: 21943. Banco de Datos en Contratación Estatal. Universidad Externado de Colombia. “Esta misma Sala ha sostenido que la importancia de la justicia arbitral radica en el reconocimiento que el Estado otorga a la autonomía de los particulares en la regulación de sus intereses, sin abdicar de su función esencial, y destaca entonces, la naturaleza contractual de la justicia arbitral y de allí la necesidad de una voluntad expresa de someterse a una vía de excepción sustrayéndose de la regla general, voluntad ésta que es distinta de la voluntad contractual y por lo tanto se expresa dentro del mismo instrumento o acto jurídico, o por separado. El reconocimiento de la autonomía privada, no es una renuncia a la soberanía del Estado, ni dimisión de sus funciones, ni la cesión del monopolio de la justicia; el Estado apenas faculta, autoriza, patrocina y homologa la actividad de la justicia arbitral, dentro de la cual debe observarse la Constitución y la Ley y todas las garantías procésales, que son expresión de orden público jurídico y protección de los usuarios”.


� Corte Constitucional Sentencia C-330 de 2000 M.P. Carlos Gaviria Díaz "El arbitramento es un verdadero procedimiento judicial -en sentido material- y, como tal, está sometido en todas sus etapas a la estricta aplicación de las normas que regulan este tipo de actuaciones tanto desde el punto de vista formal como material.  Se trata de un mecanismo en el que han de aplicarse con rigor las garantías del debido proceso aplicables a toda actuación judicial, pues de nada sirve la inclusión de mecanismos de solución de litigios, adicionales y alternativos al sistema ordinario contemplado en la legislación, si su aplicación se traduce en el desconocimiento de derechos constitucionales fundamentales". 


� Corte Constitucional. Sentencia T -058 de 2009. Mp Jaime Araujo Rentería. “.. debido a que de conformidad con la Carta Política y la jurisprudencia constitucional, la jurisdicción contenciosa administrativa es la única autoridad judicial con competencia para pronunciarse sobre la legalidad de los actos administrativos”.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1436 del 25 de Octubre de 2000. Mp Alfredo Beltran Sierra. “De la definición que hace el legislador, se infiere que la competencia de los árbitros está limitada no sólo por el carácter temporal de su actuación sino por la naturaleza del asunto sometido a su conocimiento, pues sólo aquellas materias susceptibles de transacción pueden ser definidas por los árbitros. Significa lo anterior que la competencia de los árbitros es de carácter limitada, tanto por el aspecto temporal como el material, pues como lo ha señalado esta Corporación "no todos los asuntos pueden ser sometidos genéricamente a su conocimiento, como por ejemplo, los relacionados con el estado civil de las personas, _"... Dentro de este contexto, no es difícil arribar a la conclusión según la cual los particulares investidos de la facultad de administrar justicia no pueden pronunciarse sobre asuntos que involucren el orden público, la soberanía nacional o el orden constitucional, asuntos que en razón de su naturaleza, están reservados al Estado, a través de sus distintos órganos”.


� “...La Corte Suprema de Justicia en sentencia de mayo 29 de 1969 que declaró exequibles los artículos 1214 a 1227 de la Ley 105 de 1931 y la Ley 2ª de 1938, expresó que: ‘El arbitramento es una de las instituciones más sólidamente establecidas en el derecho...”.


� Corte Constitucional Sentencia C-242 de 1997 el arbitramento “es un mecanismo jurídico en virtud del cual las partes en conflicto deciden someter sus diferencias a la decisión de un tercero, aceptando anticipadamente sujetarse a lo que allí se adopte”.


� Corte Constitucional. Sentencia C-1038 del 28 de Noviembre de 2002.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Agosto 29 de 2002, expediente: 18673. Banco de Datos en Contratación Estatal. Universidad Externado de Colombia. “Dicho de otra manera, cuando las partes deciden suscribir la cláusula compromisoria, aún no existe el conflicto, por lo que surge para los árbitros la libertad, obviamente dentro de los límites que les fija la ley, para resolver sobre las cuestiones litigiosas que les son puestas a su consideración; al paso que en tratándose del compromiso, entre las partes ya existe el conflicto, y por tanto, éstas delimitan de modo preciso el ámbito de competencia de los árbitros”. 


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Julio 4 de 2002, expediente: 19333. Banco de Datos en Contratación Estatal. Universidad Externado de Colombia. “Cuando en la cláusula compromisoria no se delimita el campo o materias de su aplicación, debe entenderse que se extiende a los conflictos derivados del contrato que le sirvió de fuente, pero, con las limitaciones que imponen la Constitución y la ley. De igual manera, cabe precisar que aún cuando en el pacto arbitral, o en las pretensiones de la demanda, o en la correspondiente contestación, se propongan al conocimiento del tribunal de arbitramento asuntos que por disposición legal escapan a su competencia, es igualmente procedente la causal que se estudia, porque, como se indicó, la competencia la delimitan las partes, pero, con sujeción a la Constitución y la ley”.


�Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso administrativo. Sección Tercera. Sentencia de Diciembre 4 de 2002, expediente: 17951. 


� Artículo 119 del Decreto 1818 de 1998. “...El documento de compromiso, que tiene lugar cuando se han presentado diferencias entre las partes...” MORALES MOLINA, Hernando. Curso de Derecho Procesal Civil. Parte Especial. Bogotá: 8ª Edición, Editorial ABC, 1983, p. 445; “...Mediante un compromiso, después que el litigio haya surgido...” DEVIS ECHANDIA, Hernando. Compendio de Derecho Procesal. Tomo III. El Proceso Civil. Volúmen Segundo. Parte Especial. Bogotá: 6ª Edición, Editorial Colinther, 1985, p. 821; “...Las partes, mediante el contrato de compromiso, pueden someter al conocimiento y decisión de árbitros o arbitradores las controversias existentes entre ellas, específicamente determinadas...” MONROY CABRA, Marco Gerardo. Consideraciones sobre el Arbitraje Comercial en Colombia. En: Alternativas a la Justicia Institucional. Arbitraje. Conciliación. Conferencias. Biblioteca de la Cámara de Comercio de Bogotá,  Bogotá, 1986, p. 43; “...Mediante...el compromiso, las partes deciden someter a la consideración de la justicia arbitral las desaveniencias existentes que sean objeto de delimitación convencional...” JARAMILLO J, Carlos Ignacio. Solución Alternativa de Conflictos en el Seguro y en el Reaseguro. Santafé de Bogotá: Pontificia Universidad Javeriana. Facultad de Ciencias Jurídicas, p. 267.


�Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso administrativo, Sección Tercera. Sentencia de Agosto 29 de 2002, expediente: 18673.  


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Pleno de Sección Tercera, Auto de 6 de junio de 2013, expediente: 45922.


� Expediente: 17859.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sala Plena de la Sección Tercera. Providencia de 18 de abril de 2013, expediente: 17859. 


� Artículo 2 A del Decreto 2270 de 1989�, “por el cual se implementan sistemas de solución de conflictos entre particulares y se dictan otras disposiciones” dice que “se entenderá por cláusula compromisoria, el pacto contenido en un contrato o en documento anexo a él, en virtud del cual los contratantes acuerdan someter las eventuales diferencias que puedan seguir con ocasión del mismo, a la decisión de un Tribunal Arbitral”


� La posición de la sentencia de la Corte Constitucional fue reiterada en sentencias del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera de10 de junio de 2009, expediente: 36252. Sentencia Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C de 12 de octubre de 2012, expediente: 39942 (Radicado 2010-00074).


� Posición reiterada en sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección C de 29 de abril de 2015, expediente: 35096.   


� En sentencia del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, de 10 de junio de 2009, expediente: 36252 se aplicó la tesis de La Corte Constitucional indicando que:  Ahora bien, para lograr la mejor comprensión acerca del condicionamiento que la Corte Constitucional impuso a la exequibilidad de los referidos artículos 70 y 71 de la Ley 80 y con el fin de cumplir, acatar y respetar la mencionada sentencia de constitucionalidad C-1436 de 2000 en sus verdaderos sentido y alcance, se impone indagar y clarificar qué fue exactamente lo que la Corte Constitucional entendió por tales “actos administrativos dictados por la administración en desarrollo de sus poderes excepcionales”. Y al efectuar el examen detallado y cuidadoso de la Sentencia C-1436 de 2000, la Sala encuentra que el condicionamiento que se ha venido mencionando fue establecido por la Corte Constitucional sobre la base de considerar que los aludidos actos administrativos –cuyo examen no puede ser sometido al conocimiento de los árbitros– son precisamente los que profieren las entidades estatales contratantes en ejercicio de las facultades o potestades que consagra de manera expresa el hoy vigente artículo 14 de la Ley 80 de 1993 (…) conjunto de prerrogativas éstas que la Corte Constitucional identificó como los poderes excepcionales y a las cuales limitó, a la vez, el sentido de esa noción genérica para los efectos del fallo en cuestión. Dilucidados y limitados así tanto el sentido como el alcance del condicionamiento al cual la Corte Constitucional supeditó la constitucionalidad de los artículos 70 y 71 de la Ley 80 de 1993, todo en íntima conexión y con estricto apego a la ratio decidendi que le sirvió de fundamento, se impone concluir que los demás actos administrativos contractuales –es decir aquellos que están excluidos del conjunto de las facultades que de manera expresa recoge el hoy vigente artículo 14 de la Ley 80 de 1993, conjunto al cual la Corte Constitucional circunscribió en esa ocasión la noción de “poderes excepcionales”–, sí pueden ser sometidos al estudio, al examen, al conocimiento y a la decisión de los árbitros, en la medida en que no se encuentran cobijados por los alcances de la sentencia de la Corte Constitucional y en relación con los mismos tampoco la Constitución o la Ley establecen restricción alguna al respecto. Sin perjuicio de las conclusiones que se dejan expuestas, importa destacar que el alcance del concepto de los “poderes excepcionales” al cual se refirió la Corte Constitucional en su Sentencia C-1436 de 2000 para efectos de establecer el condicionamiento al cual sometió la constitucionalidad de los artículos 70 y 71 de la Ley 80, no coincide con el sentido y el alcance que la mayoría de la Sala le atribuye a la noción de “poderes excepcionales”, expresiones que, por tanto, resultan iguales en sus aspectos lingüístico, fonético y gramatical pero difieren en cuanto a su contenido o aspecto material. (…) para la mayoría de la Sala los poderes excepcionales o tradicionalmente conocidos también como exorbitantes –en cuanto exceden la órbita que integra el marco dentro del cual se desarrollan los contratos que, en pie de igualdad jurídica, celebran los particulares entre sí, de conformidad con la teoría general de los contratos–, corresponden a la totalidad de facultades, atribuciones o competencias que autorizan a las entidades estatales contratantes –en la esfera de los contratos de derecho público– para adoptar decisiones unilaterales que resultan vinculantes para los particulares contratistas quienes no se encuentran en un plano de igualdad sino de subordinación jurídica respecto de su contratante la Administración Pública, a la cual le corresponde velar por el interés general cuya satisfacción se encuentra inmersa en la celebración y consiguiente ejecución de cada contrato estatal. Desde esa perspectiva cabe precisar entonces que la diferencia que existe en cuanto al contenido o el alcance de las dos clases o especies de la noción de poderes excepcionales que aquí se han descrito, esto es aquella a la cual hace referencia la Corte Constitucional en su sentencia C-1436 de 2000, por un lado y, por el otro, el concepto al cual de ordinario alude en asuntos de contratación pública la mayoría de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, radica en que mientras el Tribunal Constitucional identificó en su condicionamiento de exequibilidad los “poderes excepcionales” con aquellos que consagra exclusivamente el artículo 14 de la Ley 80 de 1993, esta Sala, por el contrario, considera que forman parte del género de los “poderes excepcionales” todas aquellas facultades, atribuciones o prerrogativas que autorizan o permiten a las entidades estatales contratantes la adopción de actos administrativos contractuales, incluidos aquellos a los que se refiere el artículo 14 de la Ley 80 pero sin limitarse a ellos, por manera que además de las referidas competencias para adoptar decisiones unilaterales vinculantes (…) también deben entenderse como parte de los “poderes excepcionales o exorbitantes” –pero no para efectos del entendimiento y aplicación de la sentencia C-1436 de 2000–, los demás actos administrativos contractuales como son, por ejemplo, los que imponen multas, de conformidad con las previsiones del artículo 17 de la Ley 1150 de 2007; los que declaran la terminación unilateral del contrato por la configuración de alguna de las causales de nulidad absoluta consagradas en alguno de los numerales 1, 2 o 4 del artículo 44 de la Ley 80, según los dictados del artículo 45 del mismo Estatuto de Contratación Estatal; los que corresponden a la liquidación unilateral de los contratos, de conformidad con las previsiones del artículo 61 de la misma Ley 80; los que determinan u ordenan la exigibilidad de las garantías constituidas para amparar diversos riesgos de naturaleza contractual; etc.


� Sentencia Corte Constitucional C -1436 de 2000. “(…) cuando la materia sujeta a decisión de los árbitros, se refiera exclusivamente a discusiones de carácter patrimonial que tengan como causa un acto administrativo, éstos podrán pronunciarse, como jueces de carácter transitorio.  Más, en ningún caso la investidura de árbitros les otorga competencia para fallar sobre la legalidad de actos administrativos como los que declaran la caducidad de un contrato estatal, o su terminación unilateral, su modificación unilateral o la interpretación unilateral, pues, en todas estas hipótesis, el Estado actúa en ejercicio de una función pública, en defensa del interés general que, por ser de orden público, no pude ser objeto de disponibilidad sino que, en caso de controversia, ella ha de ser definida por la jurisdicción contencioso administrativa, que, como se sabe, es el juez natural de la legalidad de los actos de la administración, conforme a lo dispuesto por los artículos 236, 237 y 238 de la Carta Política.  Tal es la orientación, entre otras, de las sentencias de 15 de marzo de 1992 y 17 de junio de 1997, proferidas por la Sección Tercera del Consejo de Estado.


� Ibídem, sentencia 29 de abril de 2015, expediente 35096.   


� Fls. 2 a 21 C.1.


� Decreto 622 de 2000. Artículo 12. La jurisdicción de la Cámara de Comercio de Cali comprende los municipios de Cali, Dagua, Jamundí, La Cumbre, Vijes y Yumbo en el Departamento de Valle del Cauca. 


� Fecha de presentación de la demanda ante la jurisdicción contenciosa administrativa.


� Código Contencioso Administrativo. Artículo 143. Inc. 4°. En caso de falta de jurisdicción o de competencia mediante decisión motivada el juez ordenará remitir el expediente al competente, a la mayor brevedad posible. para todos los efectos legales se tendrá en cuenta la presentación inicial hecha ante la Corporación o juzgado que ordena la remisión.
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